ORGANIZACIÓN LOCAL

Beatriz Setuáin Mendía
Profesora Titular de Derecho Administrativo

Universidad de Zaragoza

I) NOVEDADES NORMATIVAS.-

2. Comunidades Autónomas.-

D) Andalucía.-

En el período de tiempo tomado en consideración para la elaboración de este informe (1 de diciembre de 2008 a 31 de enero de 2009), sólo hay que destacar una norma autonómica que contiene previsiones sobre la organización local. Se trata de la Ley del Parlamento de Andalucía 2/2008, de 10 de diciembre, por la que se regula el acceso de los Municipios andaluces al régimen de organización de los municipios de gran población (BOJA nº 255, de 24 de diciembre). 

Como es sabido, la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la modernización del gobierno local incorporó a la Ley de Bases de Régimen Local un nuevo Título X, con la finalidad de establecer un régimen organizativo específico para los Municipios de gran población, entendiendo por tales (artículo 121): a)- los que superen los 250.000 habitantes, b)- las capitales de provincia cuya población sea superior a los 175.000 habitantes, c)- las capitales de provincia, autonómicas o Municipios sede de instituciones autonómicas, y d)- los Municipios cuya población supere los 75.000 habitantes y presenten circunstancias económicas, sociales, históricas o culturales especiales. En los dos primeros supuestos se producirá una aplicación directa y obligatoria del régimen especial que diseña la Ley, mientras que en los dos restantes, dicha aplicación se decidirá por las Asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas a iniciativa de los respectivos Ayuntamientos, siendo el Pleno el órgano municipal competente para acordar, por mayoría absoluta, dicha iniciativa, sin que quepa delegación. 

La Ley andaluza desarrolla estas previsiones básicas y exige que, en estos últimos supuestos, la iniciativa que eleve el Ayuntamiento a la Asamblea legislativa venga acompañada de una Memoria y de la documentación complementaria acreditativa de la conveniencia de adoptar la decisión, especialmente en los casos en que se haya de demostrar la existencia de aquellas circunstancias especiales. Esto se completa con la fijación de un procedimiento general de actuación municipal que permita el paso de dichos Municipios al régimen de organización de los Municipios de gran población por toma de decisión del Parlamento de Andalucía a la vista de la solicitud y la documentación aportada, sin necesidad de una Ley singular para cada uno que solicite este régimen. 

En este orden de cosas, la Ley recoge en su Anexo una lista de circunstancias y materias que deben servir para acreditar las especiales condiciones que concurren en los Municipios y que justificarían su inclusión en el régimen de los de gran población: circunstancias económicas (presupuesto municipal, tráfico y circulación de los vehículos matriculados en el Municipio, renta por habitante, mercado de trabajo, estructura empresarial, infraestructuras, etc.), sociales y organizativas (personal al servicio de la Administración local, existencia de Reglamento de Participación Ciudadana, dependencias judiciales, organismos autónomas y empresas municipales, infraestructuras sanitarias, etc.), históricas (antecedentes de especial relevancia del Municipio), y culturales, recreativas y turísticas (centros de enseñanza infantil, primaria, secundaria y formación profesional, centros de enseñanzas no regladas y de enseñanzas artísticas, centros universitarios, declaraciones de interés turístico del Municipio, espacios naturales protegidos, patrimonio protegido, etc.). En la Memoria que los Municipios eleven al Parlamento de Andalucía junto con la solicitud se señalará el mayor número de circunstancias de este Anexo que concurran en ellos, certificándose en todo caso el Acuerdo plenario que apruebe dicha Memoria. Igualmente deberán remitir al Legislativo un certificado del Instituto Nacional de Estadística en el que se establezcan las cifras oficiales de población. 

La Ley analizada remite a una posterior regulación los procedimientos a través de los cuales tomará a cabo la decisión de incluir o no a los Municipios interesados en el régimen de organización de los municipios de gran población. En el caso de que sean capitales de provincia o sede de instituciones autonómicas, el mismo se limitará a constatar el cumplimiento de estos requisitos. En el supuesto de Municipios con circunstancias especiales, el procedimiento deberá prever los trámites necesarios para la valoración de estas particularidades. De cualquier caso, la decisión del Parlamento de Andalucía será publicada en el BOJA, notificándose al Municipio afectado, que dispondrá de un plazo de seis meses desde ese momento, si es favorable, para adaptar sus normas de organización al régimen previsto en el Título X de la LBRL. Realizada esta adaptación, deberá publicarla en el Boletín Oficial de la Provincia.

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.-

2. Tribunal Supremo (TS).-

En esta ocasión hay que destacar dos Sentencias del Tribunal Supremo. Una de ellas recuerda la responsabilidad singular de los Concejales frente a Acuerdos adoptados por la Junta de Gobierno que integran. Otra ordena la celebración de una prueba testifical rechazada por la Sala de instancia y esencial para saber si se ha violado el derecho fundamental de los miembros de las Corporaciones locales a participar en los asuntos públicos.

En concreto, es la STS de 25 de noviembre de 2008 la que se pronuncia sobre la responsabilidad de los Concejales en relación a Acuerdos adoptados por la Comisión de Gobierno (hoy Junta de Gobierno Local) de la que forman parte, y que son contrarios a la legalidad vigente (en este caso, una licencia de obras contraria al régimen de usos regulado en el Plan Rector de Uso y Gestión de la Reserva de la Biosfera de Urdaibai). El Tribunal recuerda que, en aplicación de los artículos 130, 134, 135 y 137 de la Ley 30/1992 en relación con los artículos 11, 19, 20 y 23 de la LBRL, la responsabilidad es a título personal de los Concejales, debiendo ser ellos los sancionados y no la Comisión de Gobierno. El reproche de culpabilidad debe ser individual, no objetivo, y menos cabe atribuírselo a un órgano colegiado carente de personalidad jurídica. Como señala el artículo 130.1 de la Ley 30/1992 (principio de responsabilidad), sólo podrán ser sancionadas por hechos constitutivos de infracción administrativa las personas físicas y jurídicas que resulten responsables de los mismos aun a título de simple inobservancia. 

Más interés presenta la STS de 16 de diciembre de 2008, sólo por el hecho de tratarse de un recurso de casación presentado frente a una Sentencia del TSJ de Aragón que resuelve el recurso contencioso-administrativo interpuesto por un Grupo municipal contra varios Acuerdos del Ayuntamiento de Zaragoza. En concreto, los Acuerdos del Pleno Extraordinario del Ayuntamiento de Zaragoza de 31 de diciembre de 2003 por los que se ratificó la urgencia de la sesión y se aprobó inicialmente el Presupuesto General Municipal para 2004; los preparatorios del anterior Acuerdo consistentes en la convocatoria de 29 de diciembre de 2003 de la sesión extraordinaria y urgente de la Comisión de Hacienda y Economía; los Acuerdos de 30 de diciembre de 2003 adoptados por esta Comisión por los que se ratificó la urgencia de la sesión y se informó favorablemente la aprobación inicial del Presupuesto General Municipal de 2004; y la convocatoria del Pleno del Ayuntamiento efectuada por el Alcalde-Presidente el 30 de diciembre de 2003, incluyendo los temas a tratar el día 31 de diciembre. 

La cuestión a dilucidar estriba en si los Concejales dispusieron o no de la documentación correspondiente al Presupuesto de 2004 con la antelación suficiente para poder preparar las enmiendas; punto esencial a juicio de la Sala de instancia para pronunciarse sobre la vulneración de su derecho fundamental a participar en los asuntos públicos y, consecuentemente, sobre la nulidad de los actos recurridos. Pese a tratarse de sesiones extraordinarias urgentes (que no requieren la antecedencia mínima de dos días para ser convocadas y poner la documentación a disposición de los Concejales, debiendo ratificarse aquel carácter), la Sala identifica en la descrita la cuestión esencial de la que dependerá su pronunciamiento. Sin embargo, paradójicamente, denegó la prueba testifical propuesta por el Ayuntamiento consistente en el testimonio de uno de los economistas municipales que participó en la elaboración del Presupuesto y ordenó la realización de sus copias, acompañando posteriormente al ordenanza municipal que hizo entrega de las mismas en las sedes de cada uno de los Grupos municipales, entre ellos el recurrente. Por este sinsentido, el TS ordena la retroacción de actuaciones para la realización de dicha prueba testifical y para que la Sala de instancia dicte nueva Sentencia valorándola. 
4. Tribunales Superiores de Justicia (TSJ) y Audiencias Provinciales (AP).-

En esta ocasión no hay pronunciamientos del TSJ de Aragón. Se destacan dos del TSJ de Castilla y León, uno sobre el alcance del voto de calidad del Alcalde, otro sobre los límites de la competencia de los órganos municipales para incoar expedientes disciplinarios a los funcionarios municipales. 

Q) Castilla y León.-

Así, la STSJ de Castilla y León de 14 de noviembre de 2008 razona sobre la obligatoriedad de emplear el voto de calidad por parte del Alcalde. El objeto del recurso era en este caso un Acuerdo de Pleno respecto del que, tras saldarse dos votaciones con empate, el Presidente de la Corporación manifestó no querer emplear dicho voto de calidad, al considerarlo una facultad potestativa y al entender que su uso supondría otorgar al voto un doble efecto sumatorio contrario al escaso consenso existente bajo el amparo de un efecto mecánico y un formalismo injustificado. Por contra, a juicio de los recurrentes el Alcalde no tiene capacidad de elección en este punto, ya que el efecto de su voto es automáticamente dirimente del empate en el sentido en que lo ha ejercido, y así aparece reconocido por el ordenamiento jurídico (artículo 21 LBRL, 46.2.d TRRL) precisamente para evitar que se produzcan situaciones de ingobernabilidad.

La Sala confirma esta interpretación, afirmando que el voto de calidad atribuido al Presidente (el Alcalde en este caso) es requisito necesario en las decisiones de todo órgano colegiado, sin que ello suponga que aquél disponga de dos votos. Se trata en realidad de un solo voto capaz de producir un doble efecto: el de su sentido y el dirimente en caso de empate, precisamente en ese mismo sentido. Dicho de otro modo: si efectuado el recuento resultan posturas empatadas, el empate se resuelve a favor de la postura defendida por el Alcalde, cuyo voto juega en este caso, y sólo en éste, un efecto cualitativo. En ningún caso este hecho resulta un mero formalismo.

Por su parte, la Sentencia del mismo Tribunal de 21 de noviembre de 2008 se pronuncia acerca de los órganos competentes para imponer sanciones disciplinarias a los funcionarios municipales cuando éstos tienen habilitación de carácter nacional y cuando la sanción pueda acarrear la separación definitiva del servicio. Frente a lo alegado por la Corporación demandada –que defendía la competencia del Alcalde para incoar el expediente disciplinario y la del Pleno para imponer la sanción–, los artículos 150 y 151 del TRRL se manifiestan taxativos: es la Dirección General de Administración Local (hoy de Cooperación Local) la competente para la incoación de dicho expediente y el Ministro de Administraciones Públicas a quien corresponde sancionar. Las razones que justifican esta competencia estriban en la trascendencia de estos funcionarios respecto de la organización municipal pues, aun orgánicamente integrados en la entidad local, su relación de servicios se cohonesta con el ejercicio de competencias estatales que fiscalizan y condicionan el ejercicio de las funciones locales en esta materia. Por lo tanto, todo acuerdo en contrario es nulo de pleno derecho, al haber sido dictado por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o del territorio (artículo 62.1.b de la Ley 30/1992), y así declara la Sentencia el Acuerdo municipal recurrido. 
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